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CAPÍTULO 01.VIII MEDIO AMBIENTE
 
01.VIII.2.7 
Protección ambiental del territorio
...

Tal vez la cuestión que ha suscitado mayor debate en los medios de comunicación, y que ha originado, 
a su vez, una mayor presentación de quejas en relación con la sostenibilidad, ha sido el mantenimiento, 
hoy por hoy, de la construcción y el impacto que genera el hotel situado en la playa de Algarrobico, en el 
municipio almeriense de Carboneras, situado dentro del Parque Natural de Cabo de Gata-Níjar.

Aunque hemos recibido un total de 455 quejas, lógicamente no hemos podido analizar la situación al 
encontrarse completamente sub-iudice la cuestión de fondo, habida cuenta de que el art. 17.2 de nuestra Ley 
reguladora nos impide pronunciarnos sobre el aspecto litigioso. Ahora bien, ello no impide que valoremos 
los “problemas generales” planteados en las quejas presentadas.

En este contexto, la Institución emitió un comunicado en el que manifestó que la necesaria supresión del 
impacto, y no sólo visual, de la enorme “mole” edificatoria existente, desde hace años, en el mencionado 
Parque Natural, en terrenos que, en parte, invaden la zona de dominio público marítimo terrestre, ha 
llevado a las Administraciones del Estado y de la Junta de Andalucía a asumir el compromiso público de 
su supresión y que estos terrenos tengan usos que favorezcan la protección de este espacio de gran 
valor ambiental.

No obstante, los procesos judiciales en curso permiten presumir que cualquier intervención en este sentido 
se puede dilatar durante bastante tiempo. Mientras tanto, en este escenario judicial las sentencias del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía han llegado a conclusiones aparentemente muy distintas sobre la 
naturaleza de la zonificación que se debe aplicar al sector S-T1, en el que se encuentra ubicado el inmueble.

La no intervención de esta Institución en cuestiones sometidas a procedimientos judiciales en curso, 
conforme a lo establecido en el citado en el art. 17 de nuestra Ley reguladora (Ley 9/1983, de 1 de 
diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz), no impide que llamemos a una seria reflexión de los poderes 
públicos que, actualmente, critican unánimemente un modelo de desarrollo urbanístico que no habría 
tenido lugar sin la aprobación previa, por los propios Ayuntamientos y los órganos competentes de la 
Comunidad Autónoma, de los planes urbanísticos que habilitaron la ejecución de un desarrollo territorial, 
ambiental, social y económicamente no sostenible. Después de ello, hacíamos un amplio resumen de las 
dos Sentencias, con el texto íntegro de ambas.

Como quiera que con posterioridad a aquel comunicado se dictó otra sentencia por el Tribunal Superior 
de Justicia de Andalucía, que declaraba la legalidad de la licencia, concretada para la construcción de 
este inmueble, nos vimos obligados a emitir un segundo comunicado en el que manifestábamos que la 
Sentencia del TSJA por la que declara la legalidad de la licencia otorgada para la construcción del hotel 
del Algarrobico en el ámbito del Parque Natural del Cabo de Gata y Níjar evidencia la responsabilidad de 
las administraciones publicas, autonómica y municipal en la aprobación de un planeamiento urbanístico 
que hizo posible el otorgamiento de esa autorización urbanística para la construcción del mencionado 
inmueble.

En cualquier caso, con independencia del análisis que se pudiera realizar del contenido de esta sentencia y 
su valoración en términos jurídicos, que no corresponde efectuar esta Institución a tenor de lo establecido 
en el art. 17 de su Ley reguladora, sí debemos de insistir en una reflexión que ya hicimos con motivo de 
otras resoluciones judiciales dictadas sobre este asunto, a las que hemos hecho mención y que, tanto 
en este supuesto como en otras actuaciones urbanísticas que se extienden a lo largo de nuestro litoral 
y que son objeto de una crítica unánime por parte de los poderes públicos y de amplios sectores de la 
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sociedad, existe una alta responsabilidad de las administraciones en la aprobación de esos modelos 
urbanísticos que han propiciado tales actuaciones.

Por otro lado, y sin perjuicio de los recursos que en su caso, se interpongan respecto de esta resolución 
del TSJA y de otras posibles resoluciones judiciales que se pudieran dictar en este asunto, cuya complejidad 
jurídico procesal parece no tener fin, debemos reiterar la necesidad de que cualquiera que sea las acciones 
que se ejerciten y el resultado de las resoluciones judiciales, los poderes públicos deben garantizar, en 
cualquier supuesto, un destino para el espacio en el que se ubica esta edificación que sea plenamente 
coherente con los valores protegibles del Parque Natural del Cabo de Gata y Níjar que deben ser tutelados.

La necesidad de apostar por un desarrollo sostenible de nuestro territorio y, singularmente, del litoral, 
no es solo un deseo compartido por diversos sectores de la sociedad, sino también una exigencia 
constitucional y estatutaria que los poderes públicos deben preceptivamente asumir.

Desde las páginas de este Informe Anual insistimos, una vez más, en la necesidad de que los poderes 
públicos asuman, lo más pronto posible, el compromiso de destinar el espacio sobre el que se edificó 
este inmueble a un uso coherente con los valores ambientales que este parque natural posee y evite el 
extraordinario impacto visual que, en todo caso, esta construcción genera en este lugar.

...

CAPÍTULO 01.IX MENORES

01.IX.2.2 
Maltrato
...

La sociedad andaluza muestra una gran sensibilidad ante los supuestos de pederastia que se publicitan 
en los medios de comunicación. Por dicho motivo y haciéndonos eco del rechazo ciudadano y del apoyo 
mostrado a la familia incoamos, de oficio, el expediente de queja 14/1767 en el que nos interesamos por 
un caso ocurrido en Huelva. La familia se lamentaba de la desacertada intervención de las Administraciones 
ante el maltrato padecido por la niña, llegándose a la situación de que el pederasta condenado en firme 
por sentencia a alejamiento de la víctima vivía en el bloque contiguo, pudiendo verse las caras desde la 
ventana de su habitación.

Según el relato de la abogada contratada por la familia de la menor, el pederasta fue condenado en 2012 
a 2 años de prisión por haber abusado sexualmente de la niña, y ya antes se le impuso una orden cautelar 
de alejamiento que incumplió, siendo condenado por dicho quebrantamiento de medida por el juzgado 
de lo penal en 2 ocasiones, existiendo además 3 diligencias nuevas en fase de instrucción por nuevos 
quebrantamientos. La abogada se lamentaba del retraso en la tramitación de estos procedimientos por 
el Juzgado de lo Penal, lo cual condiciona la ejecución de sus decisiones, todo ello, por encontrarse dicho 
juzgado colapsado.

Así pues, tras solicitar la colaboración de la Fiscalía pudimos conocer las incidencias acaecidas en los 
distintos procedimientos judiciales relacionados con el caso, resaltando que en una de las sentencias 
dictadas se imponía al acusado la medida de libertad vigilada por 6 años, con una medida de alejamiento 
por 6 años, pero sin ninguna concreción de la distancia. En ejecución de sentencia, siguiendo el parecer 
de la Fiscalía, la Audiencia Provincial la fijó en 20 metros. 

Nos decía el Ministerio Fiscal que tanto la Fiscalía como el Juzgado estaban dando impulso a las ejecutorias 
por las penas impuestas sin que se apreciasen en ese momento defectos procesales que debieran ser 
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